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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo promovido por don
Lauro José Pedreira Ares.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticinco de octubre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez-Bereijo.-Julio Diego González
Campos.-earles Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

28434 Sala Primera. Sentencia 312/1993, de 25 de
octubre de 1993. Recurso de amparo
1.118/1991. Contra Sentencia del T.S.J. de
Cataluña y contra Autos del Juzgado de lo
Social núm. 27 de Barcelona y Juzgado de
lo Social núm. 5. Vulneración del derecho ;J
la tutela judicial efectiva: indefensión causada
por citación defectuosa.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don·Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz VillaIón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.118/91. promovido
por don Luis García Martín. representado por la Procu­
radora doña María Soledad Paloma Muelas García yasis­
tido de la Letrada doña María de los Angeles Campos
Catafal. contra Sentencia del Tribunal Superior de Jus­
ticia de Cataluña de 12 de marzo de 1990 y contra
los Autos del Juzgado de 'lo Social núm. 27 de Barcelona.
de 20 de noviembre de 1990. y Juzgado de lo Social
núm. 5. de 4 de marzo de 1991. Han comparecido.
además del Ministerio Fiscal. el Abogado del Estado.
y don José Antonio Martínez López representado por
el Procurador don Rodolfo Gon:zález García y asistido
del Letrado don Angel García Oliveros. Ha sido Ponente
el Magistrado don Carlos de la Vega Benayas. quien
expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. El día 29 de mayo de 1991. se registró en este
Tribunal un escrito mediante el cual doña María Soledad
Paloma Muelas García. Procuradora de los Tribunales.
interpuso recurso de amparo constitucional en nombre
y representación de don Luis García Martín.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes:

Con fecha 14 de enero de 1988, el trabajador don
José Martínez López presentó demanda por despido con­
tra el actual recurrente en amparo. don Luis García Mar-

tín. titular de «Talleres Gasimat». En la misma designó
como domicilio del demandado el de los «Talleres Gasi­
mat». en el polígono Santa Eulalia Sur. nave 14. de Bar­
celona. La demanda correspondió al Juzgado de lo Social
núm. 27. que citó a juicio al demandado en la indicada
dirección por correo certificado con acuse de recibo.
Ante su devolución por el servicio de correos por ausen­
cia del mismo. el Juzgado ordenó la práctica de las cita­
ciones del demandado por edictos. Este procedimiento
se utilizó no sólo para el juicio sino para todos los demás
momentos procesales. El Juzgado de lo Social apreció
caducidad de acción. El trabajador recurrió. y declarado
el recurso de casación improcedente por razón de la
cuantía. interpuso suplicación. que fue estimado por el
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en Sentencia
de 12 de marzo de 1990. en la que se declaró el despido
improcedente. El trabajador instó el incidente de no read­
misión. dictándose Auto el 20 de noviembre de 1990.
declarando extinguida la relación laboral y fijándose la
oportuna indemnización a favor del trabajador; Solicitada
ejecución. el Juzt¡ado de lo Social núm. 5 de Barcelona.
mediante Auto de 4 de marzo de 1991. acordó el embar­
go de los bienes del empresario. que se no~ificó en el
domicilio del demandado el 6 de mayo de 1991. quien
de este modo adquirió por primera vez conocimiento
de la existencia de todo el procedimiento anterior.

3. La demanda considera vulnerado el derecho a
la tutela judicial efectiva sin indefensión que pr::oclama
el arto 24.1 C.E. La apreciación de la indefensión radica
en que no fue citado ni notificado oportuna y debida­
mente. conforme al art, 59 de la vigente Ley de Pro­
cedimiento Laboral. Si tras la citación negativa en el
domicilio de la empresa que llevaba cerrado desde 1981.
se le hubiera citado personalmente en el domicilio del
demalJdado. entiende que habría tenido conocimiento
de la acción contra él interpuesta y habría podido pro­
curar la efectiva defensa de sus derechos e intereses.
Interesa. por ello. de este Tribunal la nulidad de las actua­
ciones habidas desde la citación de la celebración del
acto de conciliación y juicio y. por tanto. de todas las
resoluciones impugnadas. Mediante otrosí. solicita la sus­
pensión de la ejecución de las resoluciones impugnadas.

4. La Sección Segunda de la Sala Primera de este
Tribunal. en su providencia de 17 de junio de 1991.
acordó requerir a la Sala de lo Social del Tribunal Sup~rior
de Justicia de Cataluña y a los Juzgados de lo Social
núms. 5 y 27 de Barcelona la remisión en el plazo de
diez días de las actuaciones~ Una vez recibidas las actua­
ciones. se acordó. mediante providencia de 15 de julio
de 1991. admitir a trámite el recurso de amparo. e inte­
resar del Juzgado de lo Social núm. 27 de Barcelona
el emplazamiento de cuantos fueron parte en el proceso
judicial. así como formar la correspondiente pieza sepa­
rada de suspensión.

5. En la pieza separada de suspensión. la Sección.
mediante Auto de 13 de agosto de 1991. acordó sus­
pender la ejecución de la resolución impugnada. siempre
que el empresario prestase en el Juzgado. en la cuantía
y forma que él mismo estimase pertinente. fianza sufi­
ciente para garantizar los perjuicios que de la inejecución
pudieran derivarse para el trabajador. Solicitada por la
Procuradora señora Muelas García la relevación de la
prestación de la fianza en la suspensión acordapa por
la Sección. en Auto de 25 de enero de 1993. se decidió
no acceder a modificar la medida de suspensión y la
exigencia de fianza.

6. Mediante nueva providencia de 16 de diciembre
de 1991. la Sección tuvo por personados y parte al Abo­
gado del Estado y al Procurador don Rodolfo González
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García en nombre y representación de don José Antonio
Martínez López y dio vista de las actuaciones por un
plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal. Abogado
del Estado y a los Procuradores, señora Muelas García
y González García, para la presentación de alegaciones.

7. El día 13 de enero de 1992 se registró en este
Tribunal escrito del Ministerio Fiscal. en el que, después
de exponer los hechos y los fundamentos de Derecho,
interesa del Tribunal el otorgamiento del amparo soli­
citado. A su juicio, la falta de citación personal del deman­
dado en el proceso judicial ha tenido por causa la actua­
ción del Juzgado que, ante una primera citación pre­
sentada en el domicilio señalado en la demanda, devuelta
con la frase «se ausentó)), no trató de averiguar por medio
alguno el domicilio del demandado, sino que actuó desde
entonces a través de edictos que, como medio supletorio
y excepcional que es, no debería haberse utilizado sin
comprobar la inexistencia de los demás previstos. Por
ello, al haber impedido el órgano judicial intervenir al
recurrente en el proceso y asumir su defensa, le colocó
en situación de indefensión, lesionando su derecho de
tutela judicial.

8. El Abogado del Estado, en sus alegaciones pre­
sentadas el 13 de enero de 1992, resalta asimismo que
no existió diligencia suficiente por parte del órgano judi­
cial para proceder al fundamental trámite de la citación
y emplazamiento del recurrente, al no haber sido citado
en su domiciliQ de fácil localización, procediendo sin más
a la notificación por edictos, lo que imposibilitó a éste
la comparecencia en el juicio y proceder a su defensa,
con quebranto del arto 24.1 C.E. Por todo lo cual. solicita
de este Tribunal la concesión del amparo.

9. La representación de la parte actora (el traba­
jador) evacuó el trámite de alegaciones mediante escrito
presentado en este Tribunal el 15 de enero de 1992,
oponiéndose a la concesión del amparo. Luego de seña­
lar que sobre los Tribunales no puede pesarla carga
de llevar a cabo largas y arduas pesquisas ajenas a su
función, como serían las propuestas por el recurrente
en amparo, afirma que el Juzgado de lo Social actuó
diligentemente al citar y emplazar a la parte demandada
en la dirección en que se hizo, al ser la sede de la empresa
y el lugar donde varios años antes había cumplido con
sus obligaciones laborales, no pudiendo citarlo en su
domicilio particular, por cuanto que ni él ni el Juzgado
conocían dicho domicilio. Rechaza, por tanto, que se
causara indefensión al recurrente.

10. El recurrente en amparo reitera, por su parte,
en el escrito registrado el 15 de enero de 1992, los
argumentos de indefensión exhibidos con anterioridad
en la demanda.

11. Por providencia de 20 de octubre de 1993, se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen­
tencia el día 25 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El único objeto del presente recurso de amparo
consiste en examinar si la citación para el acto del juicio
efectuada por medio de edictos, tras la infructuosa cita­
ción por correo certificado, pudo provocar la iridefensión
que denuncia el recurrente con fundamento en el
arto 24.1 C.E. Se alega en la demanda que el órgano
judicial no empleó la debida diligencia para tratar de·
indagar con los medios razonables a su alcance el domi­
cilio particular, que era realmente localizable.

Con reiteración viene indicando este Tribunal que for­
ma parte del derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión el cumplimiento por los órganos judiciales

de las normas reguladoras de los actos de comunicación
con las partes, y muy en especial los de emplazamiento,
cuidando siempre de asegurar, cuando ello sea factible,
que la comunicación llegue al conocimiento real de la
parte. De forma que la omisión o una defectuos.a rea~

lización cuando se impida a la parte afectada el cono­
cimiento preciso para ejercer su derecho de defensa,
coloca a la misma en una situación de indefensión que
es lesiva del derecho fundamental (SSTC 167/1992 y
103/1993, entre otras).

En el proceso laboral las normas que regulan las dis­
tintas modalidades de notificación y citación son los
arts. 53 y siguientes de la vigente Ley de Procedimiento
Laboral (1990). Según lo dispuesto en dichas normas,
el emplazamiento puede hacerse en al local del Juzgado
si allí compareciese por propia iniciativa el interesado
(art. 55) o en su domicilio, por correo certificado con
acuse de recibo (art. 56). De no poderse practicar en
éste, se procederá a entregar la cédula al destinatario
(art. 57.1); Y si aun así resultara fallido se habrá de entre­
gar la cédula al pariente más cercano y familiar o emplea­
do y, en su defecto, al vecino más próximo o al portero
o conserje de la finca (art. 57). Sólo cuando «una ve~

intentada la comunicación utilizando los medios razo­
nables, no conste el domicilio del interesado o se ignore
su paradero)), se podrá acudir a la citación edictal o publi­
cación de la cédula en el «Boletín Oficial)) correspon­
diente (art. 59).

La citación por edictos se convierte, así, en una moda­
lidad de carácter supletorio y excepcional. Aunque la
misma no es contraria al ordenamiento vigente, debe
ser utilizada cuando no es posible recurrir a otros medios
más efectivos. Es un procedimiento que sólo puede ser
empleado cuando se tiene la convicción o certeza de
la inutilidad de cualquier otra modalidad de citaci6n, lo
que quiere decir que previamente han de agotarse todas
aquellas otras modalidades que aseguran en mayor gra­
do la recepción por el destinatario de la correspondiente
notificación y que, en consecuencia, garanticen en mayor
medida el derecho de defensa (SSTC 2:J4/1988,
174/1990,203/1990,97/1992).

2. El examen de la concreta actividad desarrollada
en el caso litigioso por el Juzgado de lo Social núm.
27 de Barcelona para el emplazamiento del actual
recurrente en amparo arroja el siguiente resultado: 1.°)
en el procedimiento por despido promovido por don José
Martínez López, el mencionado órgano jurisdiccional citó
a la parte demandada y actual demandante de amparo
a los actos de conciliación y juicio para el día 7 de marzo
de 1988, practicando la citación en los talleres de la
empresa personal del demandado sitos en el polígono
Santa Eulalia Sur, nave 14, de-Terrassa (Barcelona); 2.°)
la citación, que se realizó por correo certificado, fue
devuelta con fecha 5 oe febrero de 1988, haciéndose
constar en el sobre «se ausentó»; 3.°) sin más trámite
el Juzgado de lo Social acordó mediante diligencia de
ordenación de 15 de febrero de 1988 la citación del
demandado por edictos, siendo éste el procedimiento
utilizado para comunicar todas las demás resoluciones
judiciales dictadas en el procedimiento.

3. Tras lo expuesto, pronto se advierte que hubo,
en efecto, falta de diligencia por parte del órgano judicial
en el emplazamiento del solicitante de amparo, al haber­
se dejado de practicar, con el consiguiente incumpli­
miento de las normas procesales que regulan dicha
actuación, otras modalidades y nuevas notificaciones
personales en el domicilio del demandado, que hubieran
permitido dar con el paradero del actual recurrente y
garantizar el conocimiento real por el interesado de la
existencia del proceso. Tras el fracasado intento de cita-
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ción en el lugar designado en la demanda. automáti­
camente fue considerado en paradero desconocido. y
se procedió al emplazamiento por edictos. Esta actua­
ción. que no cumple las exigencias. del empl~zam'jento
por edictos. al no agotar otros medios más eficaces de
localización del demandado. constituye una clara trans­
gresión del derecho a la tutela judicial (art. 24.1 C.E.).
por no haber asegurado en la medida en que era posible
la efectividad del emplazamiento y. a su través. la com­
parecencia del recurrente en el proceso y su derecho
de defensa. Estimación que ha de ser mantenida. tras
analizar la conducta observada por el recurrent,e en el
procedimiento. pues no existe. circunstancia o indici~
atendible del que pueda deducirse una conducta negli­
gente o pasiva por parte del solicitante de ampar~ que
sea capaz de enervar el defectuoso emplazamiento.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA. '

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Luis García
Martín y. en su virtud: _

'1.0 Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión del arto 24.1 C.E.. y. en su virtud. el dere­
cho a ser citado para el acto de conciliación y. juicio
en el procedimiento pór despido promovido por el señor
Martínez López. .

2.0 Declarar la nulidad de la Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 27 de Barcelona de 26 de abril de
1988 dictada en autos núm. 146/88 sobre despido.

3.ó Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior a la citación del acto de conciliación
y juicio. para que' sea citado con todas las garantías
legales.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid. a veinticinco de octubre de mil nove­
cientos. noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero N
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue-­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

28435 Sala Segunda. Sentencia 313/1993, de 25
de octubre de 1993. Recurso de amparo
1.801/1991. Contra la inactividad del Juz­
gado de Primera Instancia núm. 2 de Tarra­
gana en autos de juicio ejec'!tivl? V.ulnerapión
del derecho a un proceso Sin dIlacIones Inde~

bidas.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presiden~e; don Eug~­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereljo. don Julio
Diego González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer. •
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el ~ecurso de amparo núm. 1.801/91. promovido
por la entIdad «Fustes Nordiques. S.A.)) representada por
el Procurador don Eduardo Morales Price y asistida por

el Letrado don Joan A. Solsona Camps, contra la inac­
tividad del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Tarra­
gana en los autos de juicio ejecutivo núm. 138/87. Ha
sido parte el Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente
el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer quien expresa
el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el día 9 de agosto de 1991. don
Eduardo Morales Price, Procurador de los Tribunales. en
nombre y representación de la entidad ((Fustes N.ordi­
queso S.A.)) interpuso recyrso de amparo contra la mao­
tividad del Juzgado de Primera Instancia de Tarragona
en los autos de juicio ejecutivo 138/87. seguidos por
la recurrente contra don Diego Gutiérrez Romero y la
entidad ((Patio Salou. S.A.)).

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) Con fecha 9 de febrero de 1987. la entidad
recurrente interpuso demanda de juicio ejecutivo contra
don Diego Gutiérrez Romero y contra la entidad «Patio
Salou. S.A.)) en reclamación solidariamente de las res­
ponsabilidades derivadas del impago de una letra de
cambio. La tramitación de la demanda correspondió al
Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Tarragona que
siguió los autos núm. 138/87.

b) El 27 de marzo de 1987. el Juzgado dictó Auto'
despachando ejecución contra los demandados por la
cantidad de 335.560 pesetas de principal.. gastos de
protesto y cuentas de resaca~ más 100.000 pesetas para
intereses. gastos y costas practicándose el día 14 de
mayo de 1987 diligencia de embargo en virtud de la
cual. y entre otros bienes. se trabó una propiedad del
primer demandado. El 19 de mayo de 1987 el Juzgado
libró mandamiento por duplicado al Registrador de la
Propiedad de Reus. .

c) El 21 de mayo de 1987 el Juzgado dictó Sen­
tencia de remate acordando seguir adelante la ejecución
y condenando a los ejecutados -quienes habían .s,ido
declarados rebeldes- al pago de las costas. La notifica­
ción de esta Sentencia se produjo el 27 de mayo de
1987 al segundo demandado y el 16 de junio de 1987
al primer demandado.

d)A resultas del escrito de 7 de octubre de 1987.
la entidad recurrente interesó la ejecución de la Sen­
tencia de remate por lo que el Juzgado dictó providencia
de 3 de diciembre de 1987 en la que se requería a
los demandados para que presentaran los títulos de pro­
piedad de la finca embargada bajo' apercibimiento de
que de no hacerlo se suplirían con certificación registral
a su costa.

e) No habiendo podido ser ~itados los demandados
en su domidlio. la actora solicitó la citación por edictos
lo que fue acordado por providencia de 26 de abril de
1988. publicándose los edictos en el B.O.P. el 20 de
mayo de 1988.

f) En respuesta a lo solicitado por la recurrente
mediante escrito de 24 de mayo de 1989. el 2 de octubre
de 1989 el Juzgado ordenó expedir mandamiento al
Registro de la Propiedad de Reus a fin de qué librara
certificación de títulos, cargas y gn3Vámenes de la finca
embargada.

g) Mediante escrito de 21 de diciembre de 1989.
la entidad recurrente interesó que se procediera al avalúo
de la finca embargada designando a estos efectos perito
tasador.

h) Mediante solicitud de 6 de marzo de 1991, la
recurrente interesó la prórroga de la anotación de embar­
goa cuyos efectos el Juzgado libró mandamiento el


